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 TOCA **********EXP. **********

	APELACIÓN:**********

	JUICIO CONTENCIOSO: **********.

	ACTOR Y RECURRENTE: **********

	AUTORIDAD DEMANDADA: ********** SECRETARÍA DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN CIUDADANA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. ********** DIRECTOR JURÍDICO DE LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN CIUDADANA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.**********MAGISTRADO:
CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIO:

JUAN CARLOS ROMERO OVIEDO.
**********


San Luis Potosí, San Luis Potosí, tres de julio de dos mil veinticuatro.

V I S T O S para resolver los autos del toca **********, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado por la parte actora **********, en contra de la resolución de diecinueve de febrero de dos mil veinticuatro, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso administrativo **********, turnado a esta Sala Superior el cuatro de abril siguiente, mediante oficio TEJA/2SU/042/2024/SA, signado por la Magistrada de la referida Segunda Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O
I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Este Sala Unitaria resultó competente para resolver la presente controversia. 

SEGUNDO.- Se decreta la legalidad y validez de del acto impugnado, consistente en la resolución dictada el veintidós de junio del dos mil veintitrés, contenida en el oficio  SSPC/DJ/1096/2023, por el Director Jurídico de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, mediante el cual se declaró la improcedencia del pago de la indemnización patrimonial reclamada por el ahora actor ante el Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado; por las razones y fundamentos vertidos en el considerando Sexto de esta resolución.

TERCERO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente al actor y por correo a las demandadas.
 [...]”

II.- Inconforme con la referida determinación, **********, con el carácter indicado en párrafos precedentes, interpuso recurso de apelación por escrito presentado el diecinueve de marzo de dos mil veinticuatro en la Oficialía de partes de éste Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en ésta Sala Superior el cuatro de abril del mismo año; atendiendo a que por auto de veintiséis de marzo del año actual
, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria, ordenó remitir a ésta Sala Superior la apelación y el expediente **********III.- Por acuerdo de nueve de abril de dos mil veinticuatro
, se radicó la apelación bajo el consecutivo **********; así mismo se ordenó notificar a las autoridades demandadas, Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí y Director Jurídico de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí, para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniere.
IV.- Mediante auto de veinticuatro de abril de año en curso
, se certificó que las autoridades demandadas, Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí y Director Jurídico de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí, desahogaron la vista otorgada en el acuerdo de admisión, respecto al recurso de apelación planteado por **********, parte actora; y con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
V.- Con motivo de la demanda de amparo 705/2024-II promovida por la apelante ********** el seis de junio del año actual, esta Alzada rindió el informe justificado al Juzgado Tercero de Distrito en el Estado, en el término de quince días otorgado, informando que es cierto el acto reclamado, toda vez que el recurso de apelación se citó para resolver mediante proveído de veinticuatro de abril del año actual.
CONSIDERANDO
PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer el presente recurso de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 8, 9 fracción II, 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. La integración de la Litis en segunda instancia se funda en los numerales 152, 153 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuyo texto legal a continuación se reproduce:
Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;
II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“ARTÍCULO 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate.

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
.

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.”

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas.

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados.

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes.

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
De los citados artículos se obtiene que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.
Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.
En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal.
De ahí que resulte esencial que la parte apelante, a través de sus agravios, combata las consideraciones que sustentan la resolución impugnada para demostrar la ilegalidad cuya declaración pretende.

Tal límite, no riñe con el derecho de acceso a la justicia reconocido en el artículo 17 constitucional, toda vez que el juzgador no puede ir más allá de lo pedido por las partes, esto es, no es dable la actuación oficiosa del juzgador, salvo en los supuestos que la ley así lo dispone (presupuestos procesales de procedencia del juicio contencioso o suplencia de la deficiencia de agravios ordenados en ley por violaciones esenciales del procedimiento o aplicación de jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constitucionalidad y convencionalidad, entre otros). Máxime cuando la posición comentada no impide a las partes a acceder a los tribunales, para plantear una pretensión o defenderse de ella, y para que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa que se plantea.

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.
TERCERO. Legitimación.
 El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima, ya que se trata de **********, parte actora, en el juicio contencioso administrativo **********/2023-2.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa fue notificada a la parte recurrente, personalmente el siete de marzo de dos mil veinticuatro
, por lo que dicha notificación surtió efectos el ocho siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del once de marzo al cuatro de abril del año actual; sin contar los días dieciséis, diecisiete, veintitrés, veinticuatro, treinta y treinta y uno de marzo del año en curso, por haber sido inhábiles (sábados y domingos); así como el dieciocho, veintisiete, veintiocho y veintinueve de marzo de la presente anualidad, por haberse suspendido las labores de este Órgano Jurisdiccional conforme al artículo 15 del Código Procesal Administrativo Para el Estado de San Luis Potosí y el Calendario Oficial de Labores del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí para el año dos mil veinticuatro, con motivo del 218º Aniversario del Natalicio de Benito Juárez y de la Semana Santa, respectivamente, del mismo año; por lo que si el recurso de apelación se presentó el diecinueve de marzo de dos mil veinticuatro, se patentiza se interpuso oportunamente.
QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la parte apelante, se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala Superior procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior considera que el recurso de apelación interpuesto por **********, es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.
En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:
“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales y resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.
En este sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de origen, se advierte que en sentencia de diecinueve de febrero de dos mil veinticuatro,
 la A quo declaró la legalidad y validez del acto impugnado contenido en el oficio ********** de veintidós de junio de dos mil veintitrés, emitido por el Director Jurídico de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, en la cual se declaró la improcedencia del pago de la indemnización patrimonial reclamada por la actora; al resultar infundados los conceptos de impugnación y advertir que el acto impugnado sí satisfacía los requisitos de fundamentación y motivación.

De lo anterior se advierte, que este asunto deriva de una resolución dictada con motivo del reclamo a la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, por el supuesto daño moral y patrimonial ocasionado a la accionante en el juicio natural.
Por ende, el presente asunto encuadra en lo dispuesto en el artículo 152, fracción IV, del Código Procesal de la materia y fuero, el cual establece como requisito de procedencia, sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 

Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.”
SÉPTIMO. Antecedentes. Previo a entrar al estudio de los agravios, se procede a realizar una síntesis de las constancias que integran el juicio génesis:
I. Por escrito recibido el diez de julio de dos mil veintitrés
, en la Oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, **********, promovió en la vía contenciosa administrativa, demanda de nulidad en contra de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí y Director Jurídico de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí, por el acto que hizo consistir en:
“La nulidad del oficio número ********** de fecha 22 de junio del año 2023 expedido por la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, consecuentemente lo que se pretende es la indemnización de la cantidad de ********** más el interés anual del 15% aplicable a la suerte principal del vehículo marca **********, placas ********** expedidas por la Secretaría Pública del Estado, modelo 2018, color plata con número de serie ********** con clave vehicular **********, lo anterior en términos del artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.”

II. Por auto de dieciocho de agosto de dos mil veintitrés
, la Segunda**********Sala Unitaria, admitió a trámite la demanda y ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera, carga procesal que tuvo por cumplida la A quo en tiempo y forma por proveído de dos de octubre de dos mil veintitrés.
  
III. En la propia fecha, la Sala resolutora tuvo a la autoridad demandada por objetando las pruebas ofrecidas por la parte actora, ordenó correr traslado a dicha parte procesal con la contestación de demanda y admitió a las partes las probanzas que resultaron procedentes; además, señaló las once horas del veinticuatro de octubre de dos mil veintitrés, para la celebración de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal de la materia y fuero.

IV. En dieciocho de agosto de dos mil veintitrés
, la Segunda Sala tuvo por recibido el oficio ********** suscrito por la Secretaria del Juzgado Tercero de Distrito en el Estado, en el cual comunicó que se admitió a trámite la demanda de amparo promovida por **********, bajo el número **********, en contra de la omisión de la Sala de origen de emitir el auto de radicación del Juicio de nulidad.

V. Por auto de veinte de septiembre de dos mil veintitrés, la Sala responsable tuvo por recibido el oficio **********/2023, remitido por el Secretario del referido Juzgado de Distrito, mediante el cual le hizo de conocimiento que decretó el sobreseimiento del Juicio de amparo **********/2023, proveído que causaría estado en veintinueve de septiembre de ese mismo año.

VI. En cuatro de octubre de la propia anualidad, la Sala de origen recibió el oficio **********, en el cual la Secretaria del Juzgado Tercero de Distrito en el Estado, hace del conocimiento que fue admitida la demanda de amparo ********** en contra de la omisión de llevar a cabo los emplazamientos a las autoridades demandadas dentro del Juicio de nulidad **********, al cual, en sentencia dictada por dicho Juzgado el diecisiete de noviembre de ese mismo año, decreto el sobreseimiento en el Juicio, mismo que por auto de veinticinco de enero del año actual, se tomó conocimiento que causó ejecutoria.

VII. En catorce de febrero de dos mil veinticuatro, la Sala de origen tuvo por recibido el oficio **********, en el cual la Secretaria del Juzgado Tercero de Distrito en el Estado, hace del conocimiento que fue admitida la demanda de amparo ********** en contra de la omisión de emitir resolución correspondiente dentro del Juicio de nulidad **********, al cual, en sentencia dictada por dicho Juzgado el seis de marzo del año actual, decreto el sobreseimiento en el Juicio.

VIII. Seguido el juicio en todas sus fases, en la fecha y hora señaladas, se celebró la audiencia de ley y se citó para resolver en definitiva; dictándose sentencia el **********,
 en la que la Segunda Sala Unitaria, declaró la legalidad y validez del acto impugnado contenido en el oficio ********** de veintidós de junio de dos mil veintitrés, emitido por el Director Jurídico de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, en la cual se declaró la improcedencia del pago de la indemnización patrimonial reclamada por la actora; al resultar infundados los conceptos de impugnación y advertir que el acto impugnado sí satisfacía los requisitos de fundamentación y motivación.

La anterior determinación, constituye la materia de impugnación.
OCTAVO. Estudio. Los agravios que hace valer la aquí apelante resultan parcialmente fundados; por ende, suficientes para revocar el fallo impugnado, lo anterior, para los efectos que más adelante se precisaran.

Previo a dar inicio al estudio de los disensos, se estima necesario realizar una breve síntesis de las consideraciones en que se sustenta el fallo recurrido.

Como ya se dijo, en la sentencia de diecinueve de febrero de dos mil veinticuatro, la titular de la Segunda Sala de este Tribunal administrativo, declaró la legalidad y validez del acto impugnado, por no existir responsabilidad patrimonial del Estado a cargo de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, bajo las siguientes consideraciones:
Para dar inicio a su estudio, la Juzgadora de primera instancia estableció, que no se actualizó alguna causal de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Advirtió además, que los conceptos de impugnación de la parte actora resultaron infundados a juicio de la Magistrada de la Sala, por lo que no se demostró la ilegalidad del acto impugnado basándose en lo siguiente:
El acto impugnado lo constituye la determinación inserta el veintidós de junio de dos mil veintitrés, en el oficio **********, suscrito por el Director Jurídico de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, mediante el cual se declaró la improcedencia del pago de la indemnización patrimonial, reclamada por la ahora apelante ante la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, mediante escrito de diecisiete de marzo del dos mil veintitrés, por la cantidad de **********, como también la indemnización por daño moral, con motivo de los daños que a decir de la actora en el juicio génesis sufrió en su patrimonio, por el aseguramiento del vehículo marca **********, placas ********** expedidas por la Secretaría Publica del Estado, modelo **********, color plata, con número de serie **********con clave vehicular ********** del cual aduce que fue despojada por elementos de la Fiscalía General del Estado; y por la omisión por parte del Estado al no realizar la verificación correspondiente al momento del plaqueo de la misma.

Oficio que se inserta a la letra:
IMAGEN DIGITALIZADA
La Sala de origen puntualizó, que del contenido del libelo plasmado, se advierte que la autoridad determinó declarar improcedente la petición de la recurrente, que en relación a los hechos relatados por la peticionaria, no hubo participación por parte de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, o elementos adscritos a la misma. 
De igual manera, la citada autoridad decidió que no cuenta con recaudadoras o módulos de expedición de placas, sino que la encargada de ello es la Secretaría de Finanzas, a través de sus recaudadoras, y que además, en esa Secretaría no aparece registro de petición alguna en la que se haya solicitado verificación física del vehículo, y que en el caso de que los citados elementos de la Policía Ministerial hubieran cometido alguna irregularidad o violación a alguno de sus derechos, debía acudir a la Fiscalía General del Estado, a fin de que fueran atendidos sus reclamos, de tal manera que sostiene que la Secretaría no es responsable de los hechos en su escrito de petición.
Contra lo anterior, la actora en el juicio contencioso, reiteró que dicho acto impugnado carecía de fundamentación y motivación, al existir error de hecho y de derecho; en virtud, de que la génesis que originó la responsabilidad patrimonial del Estado, fue la expedición de la tarjeta de circulación y placas, así como los engomados correspondientes, ya que conforme al artículo 6, fracción XXXVI de la Ley de Tránsito, vigente en el tiempo en que sucedieron los hechos, a la Secretaría de Seguridad Pública le correspondía expedir placas, tarjetas de circulación, licencias de conducir.
Con base en lo anterior, la Segunda Sala Unitaria, consideró que tales conceptos de impugnación resultaron infundados, al decidir que era necesario precisar la obligación de todas las autoridades de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, en ese mismo sentido, el artículo 164 en su fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, también establece como uno de los elementos del acto administrativo, entre otros, el de fundamentación y motivación.
Siguiendo con su análisis y al definir conceptualmente la fundamentación y motivación, así como precisar que la falta de éstos se produce cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para encuadrar en la hipótesis prevista en la norma jurídica anteriormente plasmada, transcribió los artículos que citó la autoridad demandada correspondiente al reglamento interior de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, la Ley Orgánica de la Administración Pública y la Ley de Tránsito.
Atento a lo anterior, la Sala, advirtió que la motivación que empleó la autoridad demandada, y que la llevó a determinar improcedente la indemnización solicitada por la parte aquí apelante, fue señalar que la autoridad encargada del trámite relativo al otorgamiento de placas de circulación es la Secretaría de Finanzas a través de sus oficinas recaudadoras y no dicha Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana; además de que en relación a los hechos relatados por la peticionaria, en cuanto al vehículo y privación de la libertad de la persona que señala; no hubo participación por parte de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, o elementos adscritos a la misma, ya que de acuerdo a lo manifestado por la propia recurrente, fueron agentes ministeriales, pertenecientes a la Fiscalía General del Estado.
Consideró entonces, que la autoridad si cumplió con los requisitos de fundamentación y motivación al asentar los preceptos legales que consideró aplicables al caso y las razones que la llevaron a su determinación, dado que le está precisando que no es la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, la encargada de los trámites relativos al otorgamiento de placas y tarjeta de circulación, sino que es la Secretaría de Finanzas, lo cual, tendría sustento legal según se advierte de los artículos 31 fracción I y II y 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado; así como también el numeral 1 y 3 fracción I y II inciso a), y 15 fracción XI, del Reglamento Interno de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, y artículo 6 fracción XXXII y 11 fracción II, de la Ley de Tránsito del Estado.

Especificó también que respecto del cúmulo de dispositivos legales que cita la autoridad demandada, y razones particulares y específicas, la accionante fue omisa por completo en demostrar que no fueron aplicables, fueron insuficientes, o bien que no fueron los idóneos para sostener la legalidad de la actuación autoritaria, por lo que su argumentación se declaró por completo infundada para demostrar que se cometió en su perjuicio violación alguna.
Con base en su análisis, la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal de Justicia Administrativa por conducto de su Titular, resolvió como textualmente sigue:
“Así las cosas, esta Juzgadora considera que en con base en las consideraciones anteriores, resulta procedente declarar la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado, consistente en la resolución contenida en el oficio SSPC/DJ/1096/2023, emitido con fecha veintidós de junio del dos mil veintitrés, por el Director Jurídico de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, mediante el cual se declaró la improcedencia del pago de la indemnización patrimonial reclamada por el ahora actor ante el Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado.”

 Contra dicho fallo, la parte actora, aquí apelante, vierte los siguientes agravios:
“Me causa agravio toda vez que dentro de dicha resolución de fecha 19 del mes de febrero del año 2024 la Segunda Sala Unitaria en su considerando SEGUNDO y cito: "Se decreta la legalidad y validez del acto impugnado, consistente en la resolución dictada el veintidós de junio del dos mil veintitrés, contenida en el oficio SSPC/DJ/1096/2023, por el Director Jurídico de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, mediante el cual se declaró la improcedencia del pago de la indemnización patrimonial reclamada por el ahora actor ante la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado; por las razones y fundamentos vertidos en el considerando sexto de esta resolución.."

En primer término, ya que dentro de lo último resultando contenido en su apartado VIII en su último párrafo establecen que la suscrita no oferto agravios lo cual es falso toda vez conforme al escrito de fecha 24 de octubre del 2023 fueron debidamente presentados ante la responsable con sello de acuse de recibido ante la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, siendo las 09:37 am y con número de folio 64924 no obstante, (…), lo anterior ya que los agravios que se hacen valer es en términos del considerando SEXTO de esta resolución combatida en el que la Magistrada Titular (…) refiere que la autoridad demandada no tuvo participación o elementos adscritos a la misma ni módulos de expedición de placas lo cual es falso toda vez que al momento de los hechos esto es: al momento en que fueron otorgadas como las placas, engomados, tarjeta de circulación (…), es decir al año 2021 de acuerdo a la Ley de tránsito de San Luis Potosi, y se insiste vigente al momento de su emisión de placas en su artículo 2° fracción Il establece la obligación de la demandada de expedir placas, tarjetas de circulación, licencias de conducir, permisos de conducir y demás relativos a la circulación, tan es así que no solo lo anterior se sustenta conforme a la Ley si, no con las pruebas que de manera alguna ni siquiera valoro la autoridad impugnada ya que lo anterior se advierte con la original de la tarjeta de circulacion cuya autoridad expedidora fue la otrora Secretaria de Seguridad Pública del Gobierno del Estado de San Luis Potosi a nombre de Mária Guadalupe de la Torre Martinez de la que también se advierte la placa numero UWP-465-B y firmado como expedidor el Titular de dicha dependencia de aquel entonces Secretario de Seguridad Publica del Estado Jaime Ernesto Pineda Arteaga lo cual es una prueba objetiva y no desvirtuada por la autoridad demandada ya que en todo caso debió demostrar que mi probanza pública era ineficaz, impertinente o no idónea pero como se apunto por el contrario es una prueba contundente y fehaciente para demostrar que a dicha autoridad en aquel entonces en dicho año 2021 fue a quien le correspondía la emisión de las placas tan es así fue reformada en sus ultimas reformas en el que variaron el artículo 2° mencionado fracción II en el que preveía y aún prevé la expedición de tales documentos en aquel entonces en tal disposición y derivado de las reformas que ha sufrido tal ley estatal de tránsito ahora lo establece en el artículo 11° que a letra dice: "corresponde a la secretaria, en materia de tránsito: Fracción II.-Expedir placas, tarjetas de circulación, licencias de conducir, permisos de conducir vehículos para menores de 18 años y permisos para circular sin placas así como expedir constancia del registro público vehicular”, es necesario precisar que dicha Ley al referirse a la Secretaria en su artículo 2° en la actual y/o vigente al momento de los hechos establecen la obligación de la expedición por parte de la Secretaria mencionada que si bien anteriormente tenía una diversa denominación lo cierto es que de acuerdo a la vigencia de la Ley la equivalente dependencia es la autoridad demandada por tanto es inconcuso que tanto el derecho como las pruebas ofertadas otorgan razón a la suscrita ya que así lo reconoce la propia autoridad apelada en la resolución que se combate a fojas 11 vuelta y las demás disposiciones que invocan en ninguna parte establecen como obligación concreta y objetiva que sea la secretaria de finanzas de gobierno del estado en el momento de los hechos, es decir en el momento en que a maría Guadalupe le fue expedida la tarjeta de circulación, placas de circulación y demás documentación ya que el reglamento que además que además es un reglamento únicamente otorgan a dicha dependencia en su artículo 5° la facultad de emitir las políticas para el expedición y referéndum de licencias, cedulas, placas y documentos de empadronamiento en registros fiscales, (…), un dato objetivo que la Ley de tránsito si le otorga a la secretaria la obligación y facultad como ya se apuntó: expedir tarjetas de circulación y placas en su dispositivo 11, ahora bien XXXII del artículo 6° de la Ley de Tránsito de San Luis Potosi, actualmente se advierte que sufrió una reforma o una última reforma el 10 de noviembre del 2021 y mi tarjeta de circulación mencionada por ende las placas de referencia vehiculares fueron expedidas el 22 de enero del 2021, es decir antes de la reforma de dicha ley ya que su redacción antes de dicha reforma en lugar de establecer que era expedida por la secretaria de finanzas como lo dice actualmente anteriormente decía expedida por la autoridad competente y se insiste la autoridad competente de acuerdo hasta antes de esa reforma del año 2021 de acuerdo a las disposiciones siguientes es decir artículo 6° que definía y que decía que era lo que se tenia que entender para efectos de esa ley y en su fracción XXXI Secretaria: se hacia referencia a la Secretaria de seguridad pública del Estado que en armonía con el artículo 11° establecía lo siguiente: corresponde a la secretaria de tránsito fracción II: expedir placas y tarjetas de circulación por tanto resulta inconcuso que la autoridad demandada contaba con plena facultades y era su obligación la expedición de placas por ello y atento a su facultades primarias desde luego le correspondía cerciorarse y verificar que los documentos ante ella presentados antes de expedir los documentos correspondientes eran auténticos, originales y demás características antes de expedir las placas y tarjetas de circulación que fue lo que hicieron pero con un vehículo robado (…) por tanto el punto aquí es que con su omisión o acción independientemente que haya habido dolo o no, negligencia o no expidió documentos oficiales al que no debería todas estas circunstancias analizadas ni valoradas por la autoridad apelada en mis conceptos de impugnación y las pruebas desde luego no fueron debidamente valoradas así como tampoco el nexo causal teniendo como consecuencia una declaratoria de validez y legalidad en el acto impugnado puesto que no se analizó debidamente las fechas en que fueron expedidas la tarjeta de circulación y las placas de referencia por tanto se solicita a esta Sala Superior revoque la resolución impugnada (…).”

Esta Sala Superior no soslaya que los agravios antes plasmados resultan, en esencia, una reiteración de los conceptos de impugnación planteados en el escrito de demanda; no obstante lo anterior, de un análisis exhaustivo de la sentencia recurrida de diecinueve de febrero de dos mil veinticuatro, dictada en el juicio contencioso administrativo **********, por la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, esta Alzada advierte que la Sala responsable se limitó a analizar si la resolución impugnada satisfacía los requisitos de fundamentación y motivación que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 164, fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, soslayando contestar los argumentos expuestos por la accionante, vía conceptos de impugnación, en el sentido de que a la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, sí le correspondía expedir placas, tarjetas de circulación, licencias de conducir, y demás documentos relativos a la circulación, conforme a la Ley de Tránsito del Estado.
En primer término, conviene precisar que todas las sentencias que emitan las Salas de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, deben satisfacer los principios de congruencia y exhaustividad comprendidos en el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual es del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener:

I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido;

II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y

III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”

En ese aspecto, se advierte que el marco normativo establece que los fallos que emitan las Salas deben contener la fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, en concordancia con la demanda y con la contestación, formuladas por las partes, apreciando las pruebas conducentes y resolviendo sin omisiones, ni añadir o variar los hechos; es decir, sin introducir consideraciones ajenas a la litis; por otra, que no contengan resoluciones ni afirmaciones que se contradigan entre sí. El primer aspecto constituye la congruencia externa y el segundo la interna.
Con relación al principio de congruencia que debe regir en el dictado de las sentencias, la Tercera Sala del Máximo Tribunal de la Nación estableció el siguiente criterio:
 “SENTENCIAS, PRINCIPIO DE CONGRUENCIA DE LAS. El principio de congruencia estriba en que las sentencias deben estar en armonía o concordancia con la demanda y la contestación formuladas por las partes; es decir, que lo fallado debe estar de acuerdo con los hechos invocados por las partes en los escritos que fijan la litis y que el juzgador debe encuadrar en el derecho que les sea aplicable, según el resultado del examen de las pruebas rendidas para demostrarlos. La sentencia que resuelve que el actor no probó los hechos constitutivos de la acción intentada en su demanda, y absuelve a la parte demandada de las prestaciones reclamadas, podrá ser el resultado de una incorrecta apreciación de las pruebas rendidas en el juicio; pero dicha sentencia no será incongruente, si no altera los hechos de la litis ni cambia la causa de pedir invocada en los escritos que la forman.”

En ese sentido, el principio de congruencia exige, en términos generales, que las sentencias se ajusten a la litis planteada; esto es, debe existir una relación de concordancia entre lo solicitado por las partes y lo resuelto por el juzgador.
Asimismo, la doctrina jurídica identifica dos clases de congruencia, a saber: la interna y la externa. La primera consiste en que la sentencia no contenga resoluciones ni afirmaciones que se contradigan entre sí o con los puntos resolutivos. La congruencia externa exige que la sentencia resulte acorde con los términos de la Litis, lo cual se traduce en un imperativo para los órganos jurisdiccionales, los cuales deben resolver la controversia atendiendo a lo planteado por las partes en su demanda y contestación a ésta, sin omisión alguna, ni añadir o variar los hechos valer por los contendientes, estudiando además, los medios de convicción que sean ofrecidos por las partes.
           Atento a lo anterior, en suplencia de la deficiencia de los motivos de disenso hechos valer por el apelante, en términos de lo dispuesto en el artículo 156, del Código Procesal Administrativo del Estado
, esta Alzada, advierte que la sentencia recurrida de diecinueve de febrero de dos mil veinticuatro, no satisface de manera plena los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir las sentencias comprendidos en el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por lo que, lo conducente es revocar dicho fallo.

NOVENO. Se reasume jurisdicción. En tales condiciones, toda vez que se revocó la sentencia recurrida de diecinueve de febrero de dos mil veinticuatro y, en virtud de la inexistencia de reenvío, esta Sala Superior aborda las cuestiones que fueron omitidas por la Sala de Origen.

Encuentra aplicación analógica a la presente decisión, la siguiente jurisprudencia aprobada por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito.
“APELACION. CUANDO EL TRIBUNAL DECIDE REVOCAR O MODIFICAR LA SENTENCIA DE PRIMER GRADO, DEBE EXAMINAR OFICIOSAMENTE LA LITIS DEL JUICIO A EFECTO DE NO DEJAR INAUDITA A LA PARTE QUE OBTUVO EN PRIMERA INSTANCIA. No existiendo reenvío en la apelación, si con motivo de la interposición de dicho recurso el tribunal de alzada decide revocar o modificar la sentencia de primer grado, además de los agravios expresados por el apelante, debe examinar oficiosamente la totalidad de los puntos que constituyen la litis del juicio y apreciar las pruebas que en él se hubiesen rendido que, de no tenerse en cuenta, pudieran dejar inaudita a la parte que careció de la oportunidad de plantearlos por haber obtenido todo lo que pidió, ya que al haberle resultado favorable el fallo que decidió la controversia en primera instancia, no tenía por qué recurrir esa sentencia que sólo le beneficiaba, de conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 689 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. Consecuentemente, si no se suple la falta de agravios de dicha parte, se transgrede la garantía de audiencia que consagra el artículo 14 constitucional.”

Ahora bien, se procede a fijar la litis en el juicio contencioso administrativo **********, la cual se circunscribe a reconocer la validez, o en su defecto, la invalidez de la respuesta emitida el veintidós de junio de dos mil veintitrés, en el oficio **********, por el Director Jurídico de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, mediante la cual se declaró la improcedencia del pago de la indemnización patrimonial, reclamada por la aquí recurrente por la cantidad de **********, como también la indemnización por daño moral, con motivo de los daños que dice sufrió en su patrimonio, derivado del aseguramiento del vehículo marca **********placas**********, expedidas por la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, modelo 2018, color plata, con número de serie ********** con clave vehicular **********, de la cual refiere es propietaria, por la supuesta omisión por parte de la ahora Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de no realizar la verificación correspondiente.
En ese sentido, la parte actora esgrimió los siguientes conceptos de impugnación:

“FRACCION VIII”

“CONCEPTOS DE IMPUGNACION”.

(…..) La resolución combatida carece de fundamentación y motivación ya que las autoridades demandadas pretenden evadir sus facultades y atribuciones que conforme a la ley les corresponden, es decir conforme al escrito presentado ante la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado  con fecha 17 de mayo del 2023, dentro del cual se le solicita una indemnización por los hechos y razones que ahí se establecen (….) narrados en la presente demanda (.....) ya que dicha dependencia de acuerdo a la Ley de Transito de San Luis Potos vigente al momento de los hechos en su artículo 6 fracción trigésimo sexta  XXXVI establecen loa obligación a la Secretaria demandada, de expedir, placas, tarjetas de circulación, licencias de conducir,  y demás documentos relativos a la circulación y que en el caso concreto fue quien expidió tarjeta de circulación del vehículo marca Dodge, tipo Journey SE, placas UWP-465-B, expedidas por la Secretaria Publica del Estado, modelo 2018, color plata, con número de serie 3C4BDCAB5JT429220 con clave vehicular 0017002, además en su numeral 24 de la citada Ley establece la obligación de tal dependencia de verificar el vehículo a emplacar con el objeto de constatar su regularidad y procedencia (..…) dicha dependencia pretende desconocer sus obligaciones conforme a la ley  corresponden y con ello no otorgar la indemnización solicitada toda vez que en tal resolución establece improcedente  la indemnización supuestamente porque no hay participación por parte de dicha dependencia sin embargo lo que está desconociendo y el nexo causal que origino que el vehículo  marca Dodge, tipo Journey SE, placas UWP-465-B, expedidas por la Secretaria Publica del Estado, modelo 2018, color plata, con número de serie 3C4BDCAB5JT429220 con clave vehicular 0017002, me fuera quitado, por elementos de la Fiscalía General del Estado , ello no significa que no haya responsabilidad por parte de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado,  (…) toda vez que tal dependencia emitió la tarjeta de circulación y placas del vehículo,  (….), lo cual no se trató de una situación de placas sobrepuestas, sino que … tales documentos fueron tramitados por los anteriores dueños del vehículo en cuestión y por ende dicho vehículo en apariencia era regular si se encontraba legalmente autorizado para circular por conducto de la dependencia demandada, misma que fue omisa en verificar  Y/o de asegurarse de que el vehículo en cuestión, verdaderamente correspondiera al vehículo que le estaban llevando a empacar lo cual omitió  ello genero un riesgo a la ciudadanía  y al caso concreto que al momento de que la suscrita adquirí dicho vehículo y al ver que contaba con los genuinos documentos … se trataba de una camioneta sin ningún problema … lo que aquí evidencia no solo es el hecho de que Agentes del estado me desposeyeran de mi vehículo, sino que fue el propio estado que al omitir la  verificación que le correspondía al vehiculó en cuestión, ello ocasionó que se emitieran documentos originales y al caso concreto, que el vehículo por el propio estado omiso se me desposeyera ocasionándome un daño patrimonial que la suscrita no tengo obligación jurídica de soportar (….)…. Ya que los agentes estatales en el supuesto cumplimiento de su deber determinaron que el vehículo en cuestión era robado por tanto lo que origino todo esto es que se expidieran documentos oficiales a un vehículo irregular. Por tanto, dicho acto impugnado debe declararse nulo por no estar fundado y motivado por no cumplir con la finalidad del interés público, además de no ser congruente con lo solici8tado ya que la dependencia no cumple los fines para los cuales fue creada de acuerdo con sus atribucion3es y facultades (…)
A juicio de esta Sala Superior y en suplencia de la deficiencia de los motivos de disenso hechos valer por la accionante, en términos de lo dispuesto en el artículo 248, párrafo segundo del Código Procesal Administrativo del Estado
, Los agravios que hace valer la aquí apelante resultan parcialmente fundados; por ende, suficientes para revocar el fallo impugnado, lo anterior, para los efectos que más adelante se precisaran, conforme a las siguientes consideraciones.
Es necesario precisar, que conforme a los artículos 6, fracción XXXVI, 8, fracción II, 11, fracción II, 20, 30, 31 y 36 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, de la época en la que sucedieron los hechos, así como en sus múltiples reformas hasta la actualidad, la Ley reconoce a la autoridad demandada, Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, antes Secretaría de Seguridad Pública del Estado, como autoridad estatal en materia de tránsito, la cual, estuvo dotada de atribuciones para expedir placas, tarjetas de circulación, licencias y permisos de conducir entre otros trámites necesarios del servicio público de tránsito como a continuación textualmente lo indica la propia Ley:
“LEY DE TRANSITO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI ULTIMA REFORMA PUBLICADA EN EL PERIODICO OFICIAL: EL JUEVES 28 DE ABRIL DE 2016. Ley publicada en el Periódico Oficial, jueves 10 de noviembre de 2011:

[…]

ARTÍCULO 6°. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

(REFORMADA, P.O. 19 DE DICIEMBRE DE 2013) 
(REFORMADA, P.O. 14 DE ENERO DE 2014) 
XXXVI. Secretaría: Secretaría de Seguridad Pública del Estado; 
[…]

De las Autoridades Estatales y Municipales

ARTICULO 8°. Son autoridades estatales en materia de tránsito: 

(REFORMADA, P.O. 14 DE ENERO DE 2014) 

I. El titular del Poder Ejecutivo de Estado; 

II. El titular de la Secretaría de Seguridad Pública, y
(REFORMADA, P.O. 14 DE ENERO D|E 2014) 

III. El Director.

[…]

ARTICULO 11. Corresponde a la Secretaría, en materia de tránsito:
[…]

II. Expedir placas, tarjetas de circulación, licencias de conducir, permisos de conducir vehículos para menores de dieciocho años y permisos para circular sin placas: así como expedir constancia del Registro Público Vehicular;
[…]

De las Placas y la Tarjeta de Circulación
ARTICULO 20. Para circular en el territorio del Estado, todo vehículo de tracción motriz o vehículo de motor, deberá contar con placas oficiales, tarjeta de circulación, y engomados; se exceptúan aquellos de uso agrícola e industrial. 
Corresponde al Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría, la expedición de placas oficiales, tarjeta de circulación, engomado, llevando en todo tiempo un registro actualizado de las mismas, determinando su vigencia conforme a las disposiciones legales aplicables.
[…]
ARTICULO 30. Para conducir vehículos de motor en el Estado, las personas deberán portar la licencia o el permiso respectivo. 
Es facultad exclusiva del Ejecutivo del Estado, por conducto de la Secretaría, la expedición de las licencias a que se refiere este artículo.

ARTICULO 31. El Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría, llevará en todo tiempo un registro actualizado de las licencias que expida, en las cuales se precisará como mínimo lo siguiente: 
I. La clase de licencia; 
II. El término de su vigencia; 
III. El número de registro de dicha licencia; 
IV. El nombre y el domicilio del titular; 
V. Fotografía, huella digital y firma del titular; 
VI. Las restricciones al titular, si las hubiese; 
VII. El tipo de sangre; 
VIII. La anuencia del titular, si así lo decide, para que se le considere donador de órganos en los casos provistos y autorizados por las legislación aplicable; 
IX. El nombre de la persona a quien se deberá avisar en caso de accidente, y 
X. Para efectos de la fracción VIII de este artículo, el Ejecutivo del Estado celebrará los convenios de colaboración con las dependencias competentes en la materia, a efecto de llevar registro de dicho trámite.
[…]
ARTICULO 36. Para obtener licencia para conducir vehículos se requiere: 

I. Ser mexicano o acreditar su legal estancia en el país y domicilio en el estado; 

II. Haber cumplido la mayoría de edad; 
(REFORMADA, P.O. 10 DE MARZO DE 2016) 
III. Presentar certificado de manejo expedido por la autoridad correspondiente o firma de carta compromiso;
En los numerales anteriormente transcritos, incluso con la reforma de dos mil veintidós, subsiste la ahora denominada Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, como autoridad en materia de tránsito, destacando así, que la Secretaría de Finanzas no tiene las mismas atribuciones que la autoridad primera mencionada; sin embargo, es importante destacar dentro de las atribuciones y servicios prestados a través de la Secretaría de Finanzas, que incluso la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, en su artículo 64, establece la tarifa que causan los derechos de control vehicular conforme al valor de la UMA y se refiere a la Secretaría de Finanzas como la encargada de dotar y registrar posterior a su pago, los tramites referentes al plaqueo y registro en el Registro Estatal Vehicular, siendo uno de los fundamentos jurídicos que la misma plasma en los formatos de solicitud para dicho trámite, y textualmente dice en su fracción I, lo siguiente: 
 “CAPITULO II

SERVICIOS PRESTADOS POR LA SECRETARIA DE FINANZAS

(REFORMADO, P.O. 17 DE DICIEMBRE DE 2016)

ARTÍCULO 64. Por los servicios de control vehicular se causarán los derechos que se establecen a continuación en función al valor de la UMA vigente:

(REFORMADA, P.O. 22 DE DICIEMBRE DE 2012)

(REFORMADA, P.O. 19 DE NOVIEMBRE DE 2021)

I. Dotación de placas, incluyendo tarjeta de circulación y calcomanía, que deben adquirirse dentro de los quince días siguientes a la fecha de compra del vehículo.”
Datos importantes sobre las atribuciones y servicios de las autoridades en las que se apoya la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana; encuentran sustento en la jurisprudencia P./J. 47/2011 (9a.) contenida en el Semanario Judicial de la Federación.
“SERVICIO PÚBLICO DE TRÁNSITO EN UN MUNICIPIO. ALCANCE DE LAS COMPETENCIAS NORMATIVAS ESTATALES Y MUNICIPALES EN SU PRESTACIÓN. Las normas que las Legislaturas Estatales pueden emitir en materia de tránsito, como derivación de las facultades concedidas a los Estados por el segundo párrafo de la fracción II del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deben limitarse a dar un marco normativo homogéneo que otorgue cierta uniformidad a la prestación del servicio en toda la entidad. La competencia normativa estatal se extiende, entre otros, a los siguientes rubros: registro y control de vehículos; reglas de autorización de su circulación; emisión de placas, calcomanías y hologramas de identificación vehicular; reglas de expedición de licencias de manejo y otros requerimientos necesarios para que puedan circular, reglas a las que deben sujetarse los pasajeros y peatones respecto a su circulación, estacionamiento y seguridad; fijación de conductas que constituyan infracciones y sanciones aplicables; facultades de las autoridades de tránsito, y los medios de impugnación de los actos de las autoridades competentes en la materia. El esquema normativo estatal debe habilitar un espacio real para el dictado de normas municipales que regulen los servicios públicos que la Constitución deja a cargo de los Municipios conforme a las especificidades de su contexto. Entonces, las facultades municipales de creación normativa se desplegarán, al menos, respecto de la administración, organización, planeación y operación del servicio de tránsito dentro de su jurisdicción, en garantía de su prestación continua, uniforme, permanente y regular. Estos rubros permiten a los Municipios regular cuestiones como el sentido de circulación de las calles y avenidas, el horario para la prestación de los servicios administrativos, el reparto competencial entre las diversas autoridades municipales en materia de tránsito, las reglas de seguridad vial en el Municipio y los medios de impugnación contra los actos de las autoridades municipales, de manera no limitativa. De ahí que serán, por tanto, inconstitucionales todas las normas estatales que no contengan este tipo de regulación general y no concedan a los Municipios espacio suficiente para adoptar normas de concreción y ejecución que deben permitirles ejercer su potestad constitucional a ser distintos en lo que les es propio, y a expresarlo desplegando la facultad normativa exclusiva que les confiere el segundo párrafo de la fracción II del artículo 115 constitucional.”

Siendo lo anterior, un referente más, a que la autoridad demandada, en el periodo de tiempo en el que sucedieron los hechos, era la encargada de la expedición de los documentos y trámites en comento en el Juicio de instancia, por conducto de la Secretaría de Finanzas, la cual, desde entonces tiene como función recaudar y dotar al Público en general de los mencionados documentos, trámites y servicios; así como también por medio de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal perteneciente a la Secretaría de Finanzas, autoridad encargada de emitir las políticas para la expedición y refrendo de licencias, cédulas, placas y documentos de empadronamiento en registros fiscales, tal y como lo asienta el numeral 15 del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, en su fracción XI.

Bajo ese contexto, es importante señalar que la autoridad demandada representada por su Director Jurídico, indebidamente fundo y motivo la respuesta de veintidós de junio del dos mil veintitrés, contenida en el oficio **********, mediante el cual se declaró la improcedencia del pago de la indemnización patrimonial reclamada por el ahora actor ante la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado.

Por otro lado, en el presente juicio, esta Sala superior considera pertinente señalar que la aquí apelante no cuenta con legitimación para instar ante sede administrativa.

La legitimación consiste en la situación en que se encuentra una persona con respecto a determinado acto o situación jurídica, para el efecto de poder ejecutar legalmente aquél o de intervenir en ésta, es decir, es la facultad de poder actuar como parte en el proceso, pues constituye la idoneidad para actuar en el mismo inferida de la posición que guarda la persona frente al litigio. Existen dos tipos de legitimación, activa y pasiva; la primera es la que se reconoce a favor del actor y la segunda, por ende, el demandado es el titular de ella.
Esta figura, constituye -entre otros presupuestos procesales-, requisito que previamente ha de cumplirse para la procedencia de la acción, pues es necesario para que la relación procesal pueda válidamente constituirse y mediante su desarrollo, obtenerse la sentencia.

Lo anterior tiene sustento por analogía, en las tesis que señalan literalmente lo siguiente:
 “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.”

“REVISION. LA LEGITIMACION Y PERSONALIDAD DE QUIEN INTERPONE ESTE RECURSO, DEBE EXAMINARSE DE OFICIO. El Tribunal ad quem, al resolver la procedencia de un recurso de revisión debe estudiar, de oficio, si quien promueve tiene personalidad para interponerlo, puesto que es de orden público en el juicio de garantías analizar si quien lo interpuso es parte o tiene personalidad acreditada, en particular en los amparos contra leyes en donde el artículo 87 de la Ley de la materia establece expresamente que sólo podrán interponer el recurso de revisión las autoridades responsables encargadas de su promulgación o quienes las representen.
”
Asimismo, la legitimación puede ser vista desde dos ángulos: en la causa y en el proceso, la primera es una condición para obtener sentencia favorable que consiste en la identidad de la persona del actor, con aquel a quien la ley concede la acción (legitimación activa) y la identidad con la persona del demandado, con aquella contra la cual es concedida la acción (legitimación pasiva).
Mientras que la legitimación en el proceso se califica como presupuesto procesal, se entiende por la potestad legal para acudir al órgano jurisdiccional con la petición de que inicie la tramitación del juicio o de una instancia, (legitimación ad procesum) y se produce cuando el derecho que se cuestionará en el juicio es ejercitado en el proceso por quien tiene aptitud para hacerlo valer, esto es, se produce cuando la acción es hecha valer por aquél quien se ostente como titular de ese derecho o bien porque cuente con la representación legal de dicho titular.
En ese sentido, la legitimación ad procesum es requisito para la procedencia del juicio, mientras que la ad causam lo es para que se pronuncie sentencia favorable, pues implica tener la titularidad de ese derecho cuestionado en el juicio; por tanto, está legitimado el actor cuando ejerce un derecho que realmente es suyo y el demandado cuando se le exige el cumplimiento de una obligación que es a cargo de él; por lo que están legitimados en la causa las personas que jurídica y directamente van a ser afectadas en sus derechos por la sentencia.
Encuentra apoyo lo anterior, en las Tesis VI.3o.C. J/67 y XV.4o.16 C, de texto y rubro siguiente:

“LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA. SÓLO PUEDE ESTUDIARSE EN LA SENTENCIA DEFINITIVA. Debe distinguirse la legitimación en el proceso, de la legitimación en la causa. La primera es un presupuesto del procedimiento que se refiere o a la capacidad para comparecer al juicio, para lo cual se requiere que el compareciente esté en pleno ejercicio de sus derechos civiles, o a la representación de quien comparece a nombre de otro. En este sentido, siendo la legitimación ad procesum un presupuesto procesal, puede examinarse en cualquier momento del juicio, pues si el actor carece de capacidad para comparecer a él o no justifica ser el representante legal del demandante, sería ociosa la continuación de un proceso seguido por quien no puede apersonarse en el mismo. En cambio, la legitimación en la causa, no es un presupuesto procesal, sino una condición para obtener sentencia favorable. En efecto, ésta consiste en la identidad del actor con la persona a cuyo favor está la ley; en consecuencia, el actor estará legitimado en la causa cuando ejercita un derecho que realmente le corresponde. Como se ve, la legitimación ad causam atañe al fondo de la cuestión litigiosa y, por tanto, lógicamente, sólo puede analizarse en el momento en que se pronuncie la sentencia definitiva. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

 “LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA. CONSTITUYE UNA CONDICIÓN DE LA ACCIÓN Y NO UN PRESUPUESTO PROCESAL. Los presupuestos procesales son los requisitos sin los cuales no puede iniciarse ni tramitarse con eficacia jurídica un proceso. Por ello, se trata de cuestiones de orden público que deben ser analizadas incluso de oficio por el juzgador, antes de efectuar el estudio del fondo del asunto. Los presupuestos procesales deben distinguirse de las condiciones de la acción, ya que éstas son necesarias para que el actor obtenga una sentencia favorable. Entre los presupuestos procesales se encuentran la competencia, la procedencia de la vía, la personalidad y el litisconsorcio pasivo necesario. En cambio, entre las condiciones de la acción se encuentra la legitimación en la causa, que consiste en la calidad en virtud de la que una acción o derecho puede ser ejercido, por o contra una persona en nombre propio. Así, la legitimación en la causa puede ser vista desde dos ángulos: como la identidad de la persona del actor, con aquel a quien la ley concede la acción (legitimación activa), y como la identidad de la persona del demandado, con aquella contra la cual es concedida la acción (legitimación pasiva). La legitimación en la causa constituye una condición de la acción porque únicamente en el supuesto de que se acredite la legitimación del actor y del demandado, tiene posibilidad de éxito la demanda, pues si falta en una o en otra parte, la demanda tiene que ser desestimada. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO.”

Así, la legitimación procesal es la facultad de poder actuar en el proceso como actor, demandado, tercero, o bien, como representante de éstos, por consecuente, la legitimación en el proceso es la idoneidad de la persona para actuar en juicio, inferida no de sus cualidades personales, sino de su posición respecto del litigio.
De manera que, la respuesta de veintidós de junio del dos mil veintitrés, contenida en el oficio **********, por el Director Jurídico de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, mediante el cual se declaró la improcedencia del pago de la indemnización patrimonial reclamada por la ahora apelante ante la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, resulta ilegal por lo siguiente.
Por haberse formulado en contravención a las disposiciones legales aplicables en la época en que sucedieron los hechos, ya que, si bien es cierto que el trámite se realizó a través de la Secretaría de Finanzas, en específico el que ahora nos ocupa, y con la función de llevar un control exhaustivo y preciso con políticas establecidas, además de los registros de tramitación, recaudación y/o cobro, dotación de placas, de licencias de manejo y de tarjetas de circulación, por mencionar las tocantes en este juicio, esto no quiere decir que dicha autoridad haya sido la responsable de ordenar la expedición de las mismas, siendo esto último competencia de la autoridad demandada, antes Secretaría de Seguridad Pública del Estado, a la cual le subsisten sus atribuciones; esto es así, con fundamento en la Ley de tránsito para el Estado de San Luis Potosí, en sus artículos 6, fracción XXXVI, 8, fracción II, 11, fracción II, 20, 30, 31 y 36 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en la época  que sucedieron los hechos, así como en sus múltiples reformas hasta la actualidad; razón, por lo que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250 fracción IV
 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y toda vez  que los agravios que hace valer la aquí apelante resultan parcialmente fundados, por ende, suficientes para revocar el fallo impugnado de diecinueve de febrero de dos mil veinticuatro, dictado en el Juicio contencioso administrativo **********, del índice de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, y se declara la ilegalidad e invalidez del acto impugnado, consistente en la determinación de veintidós de junio del dos mil veintitrés, contenida en el oficio  SSPC/DJ/1096/2023, signado por el Director Jurídico de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, mediante el cual se declaró la improcedencia del pago de la indemnización patrimonial reclamada por el ahora actor ante la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado; por lo que se decreta su nulidad para efectos.
En ese tenor, a efecto de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, en términos de lo dispuesto por el artículo 252, párrafo primero, del citado Código, se ordena a la autoridad demandada que emita un nuevo acto debidamente fundado y motivado, en el que analice las atribuciones de las autoridades en materia de tránsito, así como los artículos 6, fracción XXXVI, 8, fracción II, 11, fracción II, 20, 30, 31 y 36 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en el tiempo en el que sucedieron los hechos, así como en sus múltiples reformas hasta la actualidad, mismos que esta Alzada tomó en cuenta para llegar a la presente determinación, y resuelva lo conducente conforme a derecho, atendiendo a la legitimación de la actora, como presupuesto procesal de estudio preferente.
Por otra parte, se ordena emitir copia certificada de la presente resolución mediante atento oficio, al Juzgado Tercero de Distrito en el Estado con sede en esta ciudad capital para efecto de que sobresea el Juicio de amparo indirecto **********, de su índice, en virtud de la emisión de la presente resolución.

Habilitación de notificación de sentencia.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 155. 156, 248, 249, 250 fracción IV, 251 primer párrafo y 252 primer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se:
RESUELVE
PRIMERO. Se REVOCA la sentencia emitida por la Segunda Sala Unitaria el diecinueve de febrero de dos mil veinticuatro, en el juicio contencioso administrativo **********, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el considerando octavo de esta resolución.

SEGUNDO. Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado de veintidós de junio de dos mil veintitrés, contenido en el oficio **********, por el Director Jurídico de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado; y, por consecuencia, la NULIDAD PARA EFECTOS  del mismo, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el último considerando de esta sentencia. 
Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal la parte actora y por oficio a la autoridad demandada; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido del licenciado Juan Carlos Romero Oviedo, Secretario Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I, en relación con el 20 fracción X, del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa,
 que autoriza y da fe. fe. Rúbricas.
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
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� Foja 248 de expediente de origen.


� “ARTÍCULO 152 


[…]	


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Fojas 9-11 del Toca.


� Foja 24 y-25 del Toca.


� “Artículo 154. 


[…]


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”





� “ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”


“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”


� ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”





�“Registro digital: 2019949 Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/206 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2308 Tipo: Jurisprudencia; “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”


� Foja 227 del juicio de origen.


� Fojas 188-199  del Juicio de origen.


� Fojas 02-117 del expediente de origen


� Foja 141 del expediente de origen.


� Fojas 159-161 del expediente de origen.


� Foja 172 del expediente de origen.














� Fojas 188 a 199 del juicio de origen.


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 241564 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 71, Cuarta Parte, página 43 Tipo: Aislada.


� “ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate.


A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código.


Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.


Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas.


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados.


En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes.


Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”


� Registro digital: 202291, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Civil, Tesis: I.5o.C. J/4, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo III, Junio de 1996, página 541, Tipo: Jurisprudencia


� “ARTÍCULO 248. Las sentencias se pronunciarán el Magistrado de la Sala.  …


La Sala, al pronunciar sentencia suplirá las deficiencias de la queja planteada en la demanda, siempre y cuando de los hechos narrados se deduzca el agravio, pero en todos los casos se contraerá a los puntos de la litis. …”


� Registro digital: 160747, Instancia: Pleno, Décima Época, Materia(s): Constitucional, Tesis: P./J. 47/2011 (9a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro I, Octubre de 2011, Tomo 1, página 306, Tipo: Jurisprudencia.





� Artículo 15. La Dirección de Recaudación y Política Fiscal atenderá el despacho de los siguientes asuntos:


XI. Emitir las políticas para la expedición y refrendo de licencias, cédulas, placas y documentos de empadronamiento en registros fiscales;


� Registro digital: 2019949 Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/206 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2308 Tipo: Jurisprudencia.





� Registro digital: 205845 Instancia: Pleno Octava Época Materias(s): Común Tesis: P. LIV/90 Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo VI, Primera Parte, Julio-Diciembre de 1990, página 20 Tipo: Aislada.





� Registro digital: 169271 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Civil Tesis: VI.3o.C. J/67 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVIII, Julio de 2008, página 1600 Tipo: Jurisprudencia.





� Registro digital: 163322 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Civil Tesis: XV.4o.16 C Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXII, Diciembre de 2010, página 1777 Tipo: Aislada.


� “ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:


(…)


V. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas,…”


�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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